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Defensoria

Provincia de Buenos Aires



                                                         
           La Plata, 14 de dic de 2017

VISTO  Las facultades conferidas por el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley 13.834, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, las Resoluciones N° 15/13, 31/13 del Defensor del Pueblo, el expediente N°15566/17, y

CONSIDERANDO

Que en febrero del 2014 el Gobierno Nacional puso en marcha el Programa PRECIOS CUIDADOS, a través de la Resolución 2/14 dictada por la Secretaria de Comercio.

Que la mencionada Resolución se basa en que la instrumentación del esquema de administración de precios requiere de un acuerdo estructural con las grandes cadenas de supermercados nacionales, regionales y sus principales proveedores, a partir del cual se establecerá una canasta de productos de consumo masivo para la cual regirá un precio homogéneo en cada región del país.

Que este acuerdo responde a una visión amplia de la formación de precios y requiere de un análisis dinámico de las cadenas de valor, considerando las estructuras de costos de sus distintos eslabones.

Que mediante revisiones periódicas y el diálogo permanente con los actores de las distintas cadenas se atenderán las variaciones justificadas de costos y los cambios objetivos en las condiciones de abastecimiento.

Que la modalidad de administración de precios propende a una distribución justa del excedente a lo largo de dichas cadenas y la protección de sus actores más débiles, así como también asegura el acceso de los trabajadores a los bienes y servicios de consumo básico.

Que en el corto plazo, la política de administración de precios apunta a dar señales concretas en materia de expectativas de variación de precios y poder adquisitivo de los salarios, brindando valores de referencia transparentes, ciertos y previsibles de los distintos productos de consumo masivo. En el mediano plazo, a su vez, permitirá avanzar en medidas que incrementen el grado de competitividad de cada cadena de valor a partir del mayor conocimiento de sus características propias y de los mecanismos de apropiación del excedente.

Que dicha Resolución, tenía como objetivo final el de aprobar los convenios que se firmarían con los supermercados.

Que entre sus cláusulas estipulaban que los supermercados se comprometen a vender al consumidor final determinados productos, y en caso de presentarse la falta de provisión suficiente de alguno de los productos enumerados que tornen de imposible cumplimiento la obligación de venta al consumidor por parte de la Empresa de Supermercados, esta última notificará de forma inmediata y fehaciente a la Secretaría de Comercio por los medios que la misma disponga.

Que por su parte el Estado Nacional se compromete a difundir por los Medios de Comunicación Públicos el listado de productos detallados, así como también, los precios de venta acordados al consumidor y los puntos de venta de la Empresa de Supermercados.

Que este Programa fue revisado trimestralmente respecto de la actualización de los precios de los productos, además se fueron agregando artículos a las listas acordadas  siendo prorrogado cada tres meses, pudiéndose constatar, -en los distintos informes realizados a lo largo del mismo-, momentos de mayor cumplimiento que otros, siendo el periodo de mayor flexibilidad, el que transcurrió entre los meses de Octubre y Diciembre del 2015, donde luego de claras situaciones de incumplimiento de lo acordado algunas empresas se retiraron del programa antes de su finalización  - el 31 de diciembre de 2015 –.

Que además de dicha particularidad enunciada, por esos días se produjo una fuerte suba de precios, que repercutió principalmente en la canasta alimentaria y se consolidó luego que se produjera la liberación del conocido “cepo del dólar” que generó una importante devaluación del peso. Esto fue motivo de gran preocupación, no solo en la ciudadanía sino entre los funcionarios del nuevo gobierno, que comenzaron a evaluar distintas posibilidades para concretar algunas medidas que morigeraran la situación.

Que luego de algunas idas y venidas, y debido al resultado muy favorable de una encuesta que marcaba que el Programa Precios Cuidados tenía una gran aceptación por parte de la sociedad –el 75% de aprobación-,  se decidió prorrogarlo cada cuatro meses.

Que desde la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, siempre se ha destacado y considerado positivo la intervención del Estado en la regulación de la economía, siempre que esta tenga como fin último proteger a la parte más débil en las relaciones de consumo, integrar a los sectores históricamente marginados a la economía formal y tratando de eliminar el principal generador de desigualdad que resulta ser la pobreza.

Que por dicha razón, siempre se ha acompañado este tipo de medidas, y en función de ello se inició un trabajo de campo consistente en recorrer establecimientos pertenecientes a las distintas cadenas que manifestaron su adhesión  a los distintos  acuerdos de precios con el Gobierno, al efecto de llevar adelante una tarea de relevamiento y monitoreo. Por ello, cuando se concretó el relanzamiento del programa, se dispuso el monitoreo de precios y elaboración de los informes.

Que para este trabajo se elaboró una lista de 50 productos integrantes de la lista acordada entre gobierno e hipermercados, y observamos, no solo que el precio sea el correcto, sino cuestiones relativas a la difusión de los listados, la visibilidad de los productos, el stock y la identificación de las mercaderías que integran el acuerdo.

Que luego, se solicitó que se difunda claramente el número telefónico 08006661518 en el cual los ciudadanos pueden realizar las denuncias o reclamos por incumplimientos en el programa. 

Que para llevar adelante esta tarea se contó con el trabajo de los integrantes del Área de Consumidores y el personal de las Delegaciones repartidas en distintos puntos de la Provincia, logrando de esta manera información de Arrecifes, Chacabuco, San Nicolás, Ituzaingo, Bahía Blanca, Morón, Lomas de Zamora (Temperley /Banfield), San Isidro (Boulogne/Villa Adelina),  Pergamino, Necochea, Mercedes, Balcarce, La Plata, Berisso, Ensenada, Lincoln, Mar del Plata, Almirante Brown, Olavarría, Miramar, San Miguel, Mar Chiquita, Dolores, Zarate, Coronel Suarez, Rivadavia, Necochea,   entre otros.

Que, entre  los meses de Febrero a Septiembre del corriente año se realizaron ciento cuarenta y dos informes de otras tantas recorridas en los diferentes hipermercados, y en los cuales  se ha podido constatar un bajo cumplimiento del acuerdo, ya que salvo honrosas excepciones, son muy pocos los productos que integran la lista que  tienen stock suficiente, los que se encuentran no están claramente identificados;  no hay  reposición permanente o se encuentran ubicados de manera tal que resulta muy difícil para los consumidores ubicarlos en las góndolas.

Que por otra parte, es evidente que no se está exigiendo la publicación de las listas de precios para que todos los consumidores tengan acceso a dicha información, porque en la mayoría de los comercios relevados no existía dicha difusión. 

Que en los recorridos efectuados en las distintas sucursales de las cadenas que adhieren al programa, salvo la honrosa excepción del Carrefour de Pergamino, en ninguna estaba publicitado el número 0800-6661518, en el cual se pueden realizar denuncias o consultas ante la falta de cumplimiento del acuerdo.
Que consideramos de suma importancia el mantenimiento de este programa a lo largo de todo el año, pero resulta trascendental que se modifiquen aquellas cuestiones que hoy son motivo de críticas para evitar que todo el esfuerzo realizado quede en la nada porque los consumidores sienten que Precios Cuidados no le sirve si los supermercados no  cumplen con el acuerdo y el Gobierno no exige dicho cumplimiento.

Que estas acciones intentan garantizar el "derecho al acceso al consumo" (artículo 42 Constitución Nacional). 

Que en las políticas que debe adoptar el Estado para defender a los consumidores se debe poner especial énfasis en impedir que en la relación de consumo, el más fuerte (ofertante) se aproveche del más débil (consumidores), extinguiendo cualquier condición inequitativa e indigna formulada unilateralmente por el oferente; para lo cual corresponde ampliar las posibilidades de los ciudadanos para denunciar irregularidades o requerir el  control del cumplimiento del acuerdo.

Que esta Defensoría mantendrá su rol activo en el monitoreo del Programa, mediante la realización de un seguimiento semanal de precios, en híper y supermercados radicados en el territorio provincial y en su función de defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes de la provincia, promocionará la participación ciudadana en la fiscalización y control, recepcionando todas aquellas quejas o consultas  de los consumidores que tengan que ver con el cumplimiento del Programa Precios Cuidados.

Que resulta necesario articular entre la Secretaria de Comercio de la Nación y  todos los organismos que – como esta Defensoría  - están dispuestos a colaborar para garantizar el cumplimiento del acuerdo entre el gobierno y los supermercados, generando  una manera ágil y rápida de intercambio de información y recepción de reclamos.

Que deviene necesario tomar intervención en el marco del artículo 55 de la Constitución Provincial el que establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes.”
Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO 

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

R E S U E L V E
ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR a la Dirección Nacional de Defensa del Consumidor que disponga de todas las herramientas necesarias para controlar y exigir el cumplimiento del acuerdo por parte de los híper y supermercados en todo lo relativo a LA VISIBILIDAD DE LOS PRODUCTOS, EL STOCK Y LA IDENTIFICACION DE LAS MERCADERIAS QUE INTEGRAN EL PROGRAMA “PRECIOS CUIDADOS”, sancionando de acuerdo a la normativa vigente a quienes incumplan dicho convenio.
ARTICULO 2°: RECOMENDAR a la Secretaria de Comercio de la Nación, que  en la nueva prórroga del acuerdo se exija la difusión de las listas de precios de los artículos que componen el programa y también la difusión del teléfono 0800-6661518, para que todos los ciudadanos que así lo consideren puedan acudir al mismo a efectos de realizar consultas o denunciar falta de cumplimiento del programa.
ARTICULO 3º: SOLICITAR a la Dirección mencionada en el artículo 1 que para llevar adelante lo dispuesto en los artículos anteriores, concrete convenios de colaboración con organismos públicos y asociaciones de consumidores, a efectos de ampliar los espacios para que los consumidores puedan informar y denunciar posibles incumplimientos. Para ello será necesario articular de manera ágil y rápida el intercambio de información y recepción de reclamos.
ARTICULO 4º: Registrar, y notificar. Cumplido, archivar.
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